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TOCA 38/2021

EXP. 234/2021-1

CUMPLIMIENTO ADA 620/2021


RECURSO DE APELACIÓN: *********/2021/SS

(DICTADO EN CUMPLIMIENTO AL AMPARO DIRECTO ADMINISTRATIVO *********/2021)
JUICIO CONTENCIOSO: *********/2018/1
ACTORA: *********TERCEROS INTERESADOS Y RECURRENTES: *********
DEMANDADAS: PRESIDENTE CONSTITUCIONAL Y DIRECTOR DE CATASTRO Y DESARROLLO URBANO, AMBOS, DEL AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE ZARAGOZA, SAN LUIS POTOSÍ
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIO: MIGUEL ÁNGEL DIAZ DE LEÓN BELTRÁN.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, cinco de agosto de dos mil veintidós. 

V I S T O S para resolver los autos del toca *********/2021/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el seis de mayo de dos mil veintiuno, por la parte tercero interesada ********* y *********, por conducto de su autorizada *********, en contra de la sentencia de siete de abril del mismo año, pronunciada por la Primera Sala Unitaria, al resolver el juicio contencioso administrativo número *********/2018/1, promovido por *********, contra actos del Presidente Constitucional y Director de Catastro y Desarrollo Urbano, ambos del Ayuntamiento de Zaragoza, San Luis Potosí, ello en cumplimiento a la ejecutoria pronunciada, en sesión ordinaria virtual el treinta de junio de dos mil veintidós, en el amparo directo administrativo *********/2021, del índice del Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito.
R E S U L T A N D O

I. La resolución materia de apelación, concluyó con los resolutivos siguientes:

“PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos impugnados, y por consecuencia la NULIDAD de los mismos, en los términos expuestos en el Considerando Octavo de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese a las partes.”
II. Inconforme con la referida determinación, la parte tercero interesada ********* y *********, por conducto de su autorizada *********, interpusieron recurso de apelación por escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal el seis de mayo de dos mil veintiuno, el cual, mediante proveído de once de mayo siguiente, la Magistrada de la Primera Sala Unitaria, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, ordenó remitir a esta Sala Superior, la apelación con los autos del expediente *********/2018-1.
III. Por acuerdo de treinta y uno de mayo de dos mil veintiuno
, se radicó la apelación con el número *********/2021/SS y se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta, a la parte moral actora ********* y las autoridades demandadas Presidente Constitucional y Director de Catastro y Desarrollo Urbano, ambos del Ayuntamiento de Zaragoza, San Luis Potosí, para que en el término de tres días hábiles manifestaran lo que a su derecho conviniera.

IV. En auto de quince de junio de dos mil veintiuno
, se acordó que la parte moral actora ********* y las autoridades demandadas Presidente Constitucional y Director de Catastro y Desarrollo Urbano, ambos del Ayuntamiento de Zaragoza, San Luis Potosí, no desahogaron la vista en el término concedido en el acuerdo de treinta y uno de mayo anterior, respecto al recurso de apelación planteado por la actora y con fundamento en lo dispuesto por el último párrafo del artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
V. El ocho de septiembre de dos mil veintiuno, esta Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, emitió resolución en el toca en que se actúa, bajo los siguientes puntos resolutivos:
“PRIMERO. Se confirma la sentencia apelada.

SEGUNDO. Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de los actos impugnados, y por consecuencia la NULIDAD de los mismos, en los términos expuestos en el Considerando Octavo de la resolución apelada.

TERCERO. Notifíquese, con testimonio de esta resolución, remítanse los autos a la Sala de su origen; háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido; con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la auxiliar jurisdiccional licenciada Yun Sen Fiscal Wong para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.”

VI. Contra dicha determinación, *********, en representación de la parte tercero interesada ********* y *********, mediante escrito presentado en la Oficialía de Partes de este Tribunal el cinco de octubre de dos mil veintiuno, promovió juicio de amparo directo, del cual correspondió conocer al Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, quien lo admitió a trámite bajo el número *********/2021 y en sesión ordinaria virtual de treinta de junio de dos mil veintidós, resolvió amparar a la parte quejosa para los efectos siguientes
:
“1. Deje insubsistente la sentencia reclamada.
2. En su lugar dicte otra en la que, se abstenga de aplicar el contenido del artículo 145 TER de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí.

3. Hecho lo anterior, resuelva lo que estime procedente en derecho.”
VII. Por acuerdo de quince de julio de dos mil veintidós, se dio cuenta con el oficio que remitió el Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, mediante el cual adjuntó la ejecutoria que se cumplimenta dictada en el juicio de amparo directo en materia administrativa número *********/2021, asimismo devolvió los autos originales del toca y del expediente de origen y formuló requerimiento para que en el término de tres días se diera cumplimiento al fallo protector. 
En consecuencia, en ese mismo proveído se dejó insubsistente la sentencia emitida por esta Sala Superior el ocho de septiembre de dos mil veintiuno, se solicitó la ampliación del término concedido por el lapso de diez días, y se ordenó emitir una nueva resolución en cumplimiento a la ejecutoria de amparo.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. A la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción I, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.

SEGUNDO. Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de la parte tercero interesada ********* y *********, por conducto de su autorizada en términos amplios *********, en el juicio contencioso administrativo *********/2018-1, cuya resolución es el acto impugnado en los términos del artículo 152, primer párrafo, del  Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Su personalidad como autorizada en términos del artículo 28 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, fue reconocida en los autos de origen mediante acuerdo de quince de mayo de dos mil dieciocho (fojas 283 a 287).

TERCERO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, transcurrió del (lunes) diecinueve de abril al (martes) once de mayo de dos mil veintiuno, toda vez que la sentencia recurrida fue notificada a la tercero interesada el (jueves) quince de abril del año próximo pasado (según se advierte en la foja 1226), por lo que en términos del artículo 40 del mismo código procesal, dicha notificación surtió efectos el (viernes) dieciséis del mismo mes y año, de manera que en ese lapso no contaron los días (sábado) veinticuatro y (domingo) veinticinco de abril, así como (sábado) uno, (domingo) dos, (miércoles) cinco, (sábado) ocho, (domingo) nueve y (lunes) diez de mayo de dos mil veintiuno; por lo que si el recurso de apelación se presentó el día seis de mayo del citado año, se interpuso con la debida oportunidad.

CUARTO. Procedencia. El recurso intentado resulta procedente en atención a que el monto de la Litis rebasa el que establece el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra dispone:

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del escrito presentado por la actora con el fin de obtener la suspensión de los actos impugnados (foja 207), se advierte que se ofreció como garantía para su otorgamiento la cantidad de $*********, que excede a la cantidad de mil quinientas UMA
 al momento de la emisión de la sentencia recurrida, ya que si el valor de la UMA al siete de abril de dos mil veintiuno es de $89.62 el cual elevado mil quinientas veces resulta en $134,430.00, por lo tanto el monto de la apelación encuadra en el supuesto de procedencia indicado.

QUINTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia para cumplir con los requisitos de congruencia y exhaustividad. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época que reza:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.”

También cobra aplicación la tesis del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y del Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, consultable en la página dos mil ciento quince, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIII, marzo de dos mil seis, Novena Época, de rubro y contenido siguientes:

“SENTENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, AL EMITIRLAS NO SE ENCUENTRAN OBLIGADOS A TRASCRIBIR LA RESOLUCÍÓN RECURRIDA. El hecho de que en las sentencias que emitan los Tribunales Colegiados de Circuito, no se transcriba la resolución recurrida, no infringe las disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual quedan sujetas sus actuaciones pues el artículo 77  de dicha legislación no lo prevé así, ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; además, dicha omisión no deja en estado de indefensión al recurrente, puesto que ese fallo obra en los  autos y se toma en cuenta al resolver.” 

SEXTO. Ejecutoria de amparo. La ejecutoria de amparo se hace consistir en los siguientes términos:
“[…]
SÉPTIMO. Estudio. De la confronta de la sentencia reclamada con los conceptos de violación, se obtiene que la litis a resolver en el presente juicio de amparo, consistente en determinar si para resolver el juicio de origen se debía aplicar el artículo 145 Ter de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí.

Cabe señalar que por cuestión de orden y método, es necesario estudiar la cuestión planteada en un orden distinto al propuesto y conjuntamente algunos de los conceptos de violación, de conformidad con el ordinal 76 de la Ley de Amparo.
Como quinto concepto de violación, señalan los quejosos la falta de legitimación activa de la parte actora, porque no le produce una afectación. 

En respuesta se estima conveniente citar el contenido del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que reza:

“ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión.

Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.

En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso”.
De su contenido se sigue que no sólo podrán demandar o intervenir en el juicio los titulares de un derecho subjetivo, sino también quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico. 

Ahora bien, la parte actora reclamó en su demanda inicial, la nulidad de las licencias municipales que les fueron otorgadas por el ayuntamiento del municipio de Villa de Zaragoza, San Luis Potosí, entre otras cuestiones, por estimar que fueron expedidas, entre otras cuestiones, en contra de lo dispuesto por el artículo 145 TER de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí (ahora abrogada), por estimar que el objetivo de dicho ordenamiento era el de proteger a los pobladores de los riesgos que en su caso se pueden ocasionar con el establecimiento de centros de almacenamiento y distribución de combustibles.

Así, se estiman colmados los extremos necesarios para aducir un interés legítimo para la promoción del juicio de nulidad, pues claramente señalan, la situación de hecho, la protección de los pobladores de riesgos que en su caso se pueden ocasionar con el establecimiento de centros de almacenamiento y distribución de combustibles, como el artículo que la protege, 145 TER de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí (ahora abrogada); en consecuencia, es infundado el argumento planteado por los quejosos.

Como sexto concepto de violación, señalan los quejosos, la actora no agotó el recurso ordinario previsto en la ley recurso de reconsideración, previo a la interposición de la demanda de nulidad, por lo que su derecho había precluido.
En respuesta, debe considerarse lo dispuesto por el artículo 223 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que establece:

“ARTÍCULO 223. Cuando las leyes y reglamentos que rijan al acto impugnado establezcan algún recurso o medio de defensa, será optativo para el particular agotarlo o promover el juicio ante el Tribunal; si ya se encuentra en trámite dicho recurso o medio de defensa, previo desistimiento del mismo podrá acudir al Tribunal; ejercitada la acción ante éste último quedará extinguido su derecho para ocurrir a otro medio ordinario de defensa”.

Del numeral en cita se colige la procedencia del juicio de nulidad con independencia de que, de forma previa, se agote o no algún medio de defensa establecido en la ley o reglamento que rija el acto impugnado, por ser ésta una cuestión optativa para la parte actora.

En esa tesitura, si la normativa no establece la obligatoriedad de agotar los medios ordinarios de defensa de forma previa a la presentación de la demanda de nulidad; por ende, es infundado el argumento hecho valer. 

Como séptimo concepto de violación, señalan los quejosos que la presentación de la demanda fue extemporánea, en virtud de que la actora manifestó que el doce de febrero de dos mil dieciocho se enteró a través de un tercero de la existencia de las licencias municipales que les fueron otorgadas por el ayuntamiento del municipio de Villa de Zaragoza, San Luis Potosí.

Empero, si acompañó a su demanda un escrito de solicitud de acceso a información pública presentado el veintisiete siguiente ante la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano de dicho ayuntamiento, respecto del cual no había recibido respuesta a la fecha de presentación de su demanda, es inconcuso que tuvo conocimiento previo pues conocía a plenitud los detalles de las licencias cuya nulidad solicitó.
En respuesta, cabe señalar que como correctamente consideró la autoridad responsable, si los tercero interesados no aportaron a juicio alguna prueba con la que se acredite que la parte actora tuvo conocimiento de los hechos en una fecha previa a la que señaló en su demanda inicial; las simples manifestaciones o sospechas que se hagan en su contra, no son suficientes para desvirtuar ésta, atento a que el que afirma está obligado a probar; por ende, es infundado el concepto de violación.

Como conceptos de violación primero, segundo, tercero y cuarto, señala los quejosos que la sentencia reclamada no fue exhaustiva, pues la autoridad responsable omitió el estudio, análisis y examen de la mayor parte de las excepciones y defensas que hicieron valer; soslayó que construyeron un centro comercial lo que permitía la construcción de su gasolinera, sin tener que considerar su proximidad con alguna otra; determinó, que carecía de competencia para pronunciarse sobre la inconstitucionalidad del artículo 14 TER de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí, cuando lo que se le solicitó fue la inaplicación de la norma, por lo que solicitan que sea este tribunal quien se pronuncie al respecto.

En respuesta, atento a la causa de pedir, se procede a realizar el análisis de constitucionalidad del artículo 145 ter de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí, para lo cual se estima necesario partir de la transcripción del propio artículo, que establecía lo siguiente:

“ARTÍCULO 145 TER. Las licencias para la ubicación de estaciones de servicio denominadas gasolineras, y de establecimiento dedicados al almacenamiento, manejo, expendio o distribución de gas, sólo podrán ser concedidas cuando concurran los siguientes supuestos:
I. Que se ubiquen a una distancia de resguardo mínima de ciento cincuenta metros, contados a partir de los límites de propiedad del predio en cuestión, de viviendas multifamiliares, hoteles, moteles, hospitales, escuelas, guarderías, instalaciones de culto religioso, cines, teatros y cualquier otra en la que exista alta concentración de personas, líneas de alta tensión, vías férreas y ductos para productos derivados del petróleo;

II. Que se ubiquen a una distancia de resguardo de un kilómetro, contado a partir de los límites de propiedad del predio en cuestión, de la industria de alto riesgo que emplee productos químicos, soldadura o gas, se dedique a la fundición o utilice fuego o combustión;

III. Que se ubiquen a una distancia de resguardo de dos kilómetros a la redonda, contados a partir de los límites de otra que se encuentre previamente autorizada su construcción o en funcionamiento.

Se podrá aprobar la instalación y funcionamiento de solo una Estación de Servicio denominada Gasolinera dentro de la propiedad de un centro comercial, sin que se aplique lo establecido en el párrafo anterior, siempre y cuando éste cumpla con el mínimo de estacionamientos permitidos por la legislación en la materia, y sea factible la instalación de la Estación de Servicio denominada Gasolinera dentro de los planes de desarrollo urbano municipales.

Aquellos centros de población que cuenten con menos de cien mil habitantes, no estarán sujetos a lo dispuesto en esta fracción.

IV. Que tratándose de carreteras se ubiquen a una distancia de treinta kilómetros de otra que se encuentre previamente autorizada su construcción o en funcionamiento, sobre la misma vialidad o carril contrario;

Aquellos centros de población de menos de veinte mil habitantes que se encuentren a una distancia menor de treinta kilómetros, uno del otro, no estarán sujetos a lo dispuesto en esta fracción.

V. Que tratándose de autopistas en las que exista camellón o muro de contención de por medio, se ubiquen a una distancia de treinta kilómetros de otra que se encuentre previamente autorizada su construcción o en funcionamiento sobre la misma vialidad, y

VI. Que previa determinación de la autoridad competente en materia de protección civil, no representen impacto grave en el ámbito urbanístico, vial, ecológico y de seguridad”.

De la lectura del precepto anterior se desprende que impone una restricción a la expedición de licencias para gasolineras y establecimientos dedicados al almacenamiento, manejo, expendio o distribución de gas, pues señala que sólo podrán ser concedidas si se colman los supuestos que establece.
Dichos supuestos, imponen una distancia de resguardo que debe mantenerse con distintos establecimientos como una medida de seguridad, así como la necesidad de contar con una determinación de la autoridad competente en materia de protección civil, no representen impacto grave en el ámbito urbanístico, vial, ecológico y de seguridad.

A partir de la definición de resguardo que se encuentra en el diccionario en línea de la Real Academia de la Lengua Española, se desprende que la aludida “distancia de resguardo”, se estableció en la norma para garantizar la seguridad de los ciudadanos en zonas aledañas a aquellas en las que se encuentren en funcionamiento los mencionados establecimientos.

Lo que lleva a la conclusión de que, el artículo en cita en las fracciones I a V, como una medida de seguridad, impone restricciones al otorgamiento de licencias para gasolineras y establecimientos dedicados al almacenamiento, manejo, expendio o distribución de gas, en base a la distancia que guarden con otras similares o diversos establecimientos y, en su fracción VI, el requisito de contar con una determinación de la autoridad competente en materia de protección civil.

Paralelamente, el veinte de diciembre de dos mil trece, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se reformaron y adicionaron diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de energía, y dentro de su normativa transitorio se encuentran los artículos cuarto, décimo, inciso c) y decimonoveno, párrafos primero y segundo, que estatuyen lo siguiente:

“Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación”.

“Cuarto. Dentro de los ciento veinte días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones que resulten necesarias al marco jurídico, a fin de hacer efectivas las disposiciones del presente Decreto, entre ellas, regular las modalidades de contratación, que deberán ser, entre otras: de servicios, de utilidad o producción compartida, o de licencia, para llevar a cabo, por cuenta de la Nación, las actividades de exploración y extracción del petróleo y de los hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, incluyendo las que puedan realizar las empresas productivas del Estado con particulares, en términos de lo dispuesto por el artículo 27 de esta Constitución. En cada caso, el Estado definirá el modelo contractual que mejor convenga para maximizar los ingresos de la Nación.

La ley establecerá las modalidades de las contraprestaciones que pagará el Estado a sus empresas productivas o a los particulares por virtud de las actividades de exploración y extracción del petróleo y de los demás hidrocarburos que hagan por cuenta de la Nación. Entre otras modalidades de contraprestaciones, deberán regularse las siguientes: I) en efectivo, para los contratos de servicios; II) con un porcentaje de la utilidad, para los contratos de utilidad compartida; III) con un porcentaje de la producción obtenida, para los contratos de producción compartida; IV) con la transmisión onerosa de los hidrocarburos una vez que hayan sido extraídos del subsuelo, para los contratos de licencia, o V) cualquier combinación de las anteriores. La Nación escogerá la modalidad de contraprestación atendiendo siempre a maximizar los ingresos para lograr el mayor beneficio para el desarrollo de largo plazo. Asimismo, la ley establecerá las contraprestaciones y contribuciones a cargo de las empresas productivas del Estado o los particulares y regulará los casos en que se les impondrá el pago a favor de la Nación por los productos extraídos que se les transfieran”.

“Décimo. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones que resulten necesarias al marco jurídico a fin de establecer, entre otras, las siguientes atribuciones de las dependencias y órganos de la Administración Pública Federal:

[…]
c) A la Comisión Reguladora de Energía: en materia de hidrocarburos, la regulación y el otorgamiento de permisos para el almacenamiento, el transporte y la distribución por ductos de petróleo, gas, petrolíferos y petroquímicos; la regulación de acceso de terceros a los ductos de transporte y al almacenamiento de hidrocarburos y sus derivados, y la regulación de las ventas de primera mano de dichos productos. En materia de electricidad, la regulación y el otorgamiento de permisos para la generación, así como las tarifas de porteo para transmisión y distribución”.

“Décimo Noveno. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico para crear la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría del ramo en materia de Medio Ambiente, con autonomía técnica y de gestión, que disponga de los ingresos derivados de las contribuciones y aprovechamientos que la ley establezca por sus servicios para financiar un presupuesto total que le permita cumplir con sus atribuciones.

La Agencia tendrá dentro de sus atribuciones regular y supervisar, en materia de seguridad industrial, operativa y protección al medio ambiente, las instalaciones y actividades del sector hidrocarburos, incluyendo las actividades de desmantelamiento y abandono de instalaciones, así como el control integral de residuos. En la organización, funcionamiento y facultades de la Agencia, se deberá prever al menos:…”.

Lo preceptuado se contrae, en lo que interesa, a que dentro de los ciento veinte días naturales siguientes a la entrada en vigor del decreto, el Congreso de la Unión debió realizar entre otras las siguientes adecuaciones necesarias al marco jurídico, para hacer efectivas las disposiciones del Decreto:

· Atribuir a la Comisión Reguladora de Energía, en materia de hidrocarburos, la facultad de regular y otorgar permisos de las ventas de primera mano.

· Crear la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, la que tendría dentro de sus atribuciones regular y supervisar, en materia de seguridad industrial, operativa y protección al medio ambiente, las instalaciones y actividades del sector hidrocarburos.
En otras palabras, se estatuyó constitucionalmente que los permisos para las gasolineras serían regulados y otorgados por la Comisión Reguladora de Energía y la regulación y supervisión de éstas, recaería en la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos; ambos, organismos del gobierno federal.

Que la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, se encarga de regular el tema de seguridad en materia de

instalaciones del sector hidrocarburos, se constata del contenido del artículo 1º de la Ley de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, que a la letra dice:

“Artículo 1o.- La presente Ley es de orden público e interés general y de aplicación en todo el territorio nacional y zonas en las que la Nación ejerce soberanía o jurisdicción y tiene como objeto crear la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, como un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con autonomía técnica y de gestión.

La Agencia tiene por objeto la protección de las personas, el medio ambiente y las instalaciones del sector hidrocarburos a través de la regulación y supervisión de:

I. La Seguridad Industrial y Seguridad Operativa;

II. Las actividades de desmantelamiento y abandono de instalaciones, y

III. El control integral de los residuos y emisiones contaminantes”.

Regulaciones que abarcan –incluso– la materia de seguridad en cuanto a la distancia que debe mediar entre gasolineras, como se advierte del punto 6.1.3. de la Norma Oficial Mexicana NOM-005-ASEA-2016, Diseño, Construcción, Operación y Mantenimiento de Estaciones de Servicio para Almacenamiento y Expendio de Diésel y Gasolinas, expedida por su director ejecutivo, que señala:
“6.1.3. Distancias de seguridad a elementos externos.

Señala la separación que debe haber entre elementos de restricción y el predio de la Estación de Servicio o las instalaciones donde se ubique la Estación de Servicio. En cuanto a las restricciones se observará según se indica:

a. El área de despacho de combustibles se debe ubicar a una distancia de 15.0 m medidos a partir del eje vertical del dispensario con respecto a los lugares de concentración pública, así como del Sistema de Transporte Colectivo o cualquier otro sistema de transporte electrificado

en cualquier parte del territorio nacional.

b. Ubicar el predio a una distancia de 100.0 m con respecto a Plantas de Almacenamiento y Distribución de Gas Licuado de Petróleo, tomar como referencia la tangente del tanque de almacenamiento más cercano localizado dentro de la planta de gas, al límite del predio propuesto para la Estación de Servicio.

c. Ubicar los tanques de almacenamiento de la Estación de Servicio a una distancia de 30.0 m con respecto a antenas de radiodifusión o radiocomunicación, antenas repetidoras, líneas de alta tensión, vías férreas y ductos que transportan productos derivados del Petróleo; dicha distancia se debe medir tomando como referencia la tangente de tanque de almacenamiento más cercano de la Estación de Servicio a las proyecciones verticales de los elementos de restricción señalados.

d. Ubicar los tanques de almacenamiento de la Estación de

Servicio a una distancia de 30.0 m con respecto a Instalaciones de Estaciones de Servicio de Carburación de Gas Licuado de Petróleo, tomar como referencia la tangente de los tanques de almacenamiento de la Estación de Servicio.

e. Si por algún motivo se requiere la construcción de accesos y salidas sobre ductos de transporte o distribución de Hidrocarburos, se adjuntará la descripción de los trabajos de protección para éstos, los cuales deben estar acordes con la Normativa aplicable y las mejores prácticas nacionales e internacionales.

f. Las Estaciones de Servicio que se encuentren al margen de carreteras se ubicarán fuera del derecho de vía de las autopistas o carreteras. Los carriles de aceleración y desaceleración deben ser los únicos elementos que pueden estar dentro del derecho de vía.

g. Las Estaciones de Servicio que se construyen al margen

de carreteras requieren construir carriles para facilitar el acceso y salida segura. 

h. Considerar la superficie y frente mínimo necesarios de la Estación de Servicio de acuerdo al ANEXO 5. y la tabla siguiente:

Tabla 1.”.
	Superficie mínima (m2)
	Frente

principal mínimo
(m lineal)

	400
	20


Bajo ese panorama, el artículo 145 ter de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí, impone restricciones al otorgamiento de licencias para gasolineras y establecimientos dedicados al almacenamiento, manejo, expendio o distribución de gas, en base a la distancia que guarden con otras similares o diversos establecimientos y, en su fracción VI, el requisito de contar con una determinación de la autoridad competente en materia de protección civil, lo que a partir de la reforma energética de dos mil trece, se determinó constitucionalmente que sería atribución de la federación, específicamente de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos.

Aunque en el caso se expidieron a la quejosa diversas licencias, a saber:

·  Licencia municipal de uso de suelo para obtener licencia de funcionamiento para servicios a la industria.

·  Licencia municipal de uso de suelo para construcción.

·  Licencia municipal de construcción.

·  Licencia de funcionamiento.

·  Licencia Municipal de funcionamiento para la actividad de servicios a la industria en la modalidad de instalaciones de almacenamiento, distribución y venta de combustibles derivados del petróleo, y patio de almacenamiento y reparación de autobuses, trailers y similares.

Sin embargo, la autoridad de primera instancia a fojas 1224 del expediente de primera instancia declaró la nulidad de las licencias expedidas en los términos siguientes:
“…en la especie es incuestionable que se emitieron en contravención a lo dispuesto por el artículo 145 TER, fracciones III y IV de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, por lo que, lo procedente es declarar la nulidad total de las mismas, al actualizarse la causal prevista por la fracción IV, del artículo 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, conforme a lo previsto en el considerando Séptimo de este fallo. 

En ese orden de ideas, la Magistrada Titular de esta Primera Sala destaca, que las licencias municipales de uso de suelo para servicios a la industria fechada al 31 de agosto de 2016, Licencia Municipal de uso de Suelo para la Construcción fechada al 31 de agosto de 2016, Licencia Municipal de Construcción fechada al 06 de diciembre del 2016 y licencia de funcionamiento fechada al 31 de septiembre del 2016, carecen de todo valor jurídico, toda vez que las mismas fueron dictadas en contravención a las normas legales aplicables, ya que se emitieron sin concurrir los supuestos establecidos en el artículo 145 TER, fracciones III y IV de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí. Por consiguiente, lo conducente es declarar la nulidad de los actos impugnados anotados…”.

Lo que a su vez fue confirmado por el tribunal de alzada como se advierte a fojas 184 del toca de apelación, donde se dijo:

“…si bien resultó parcialmente fundado el argumento sobre la competencia de la autoridad para emitir licencia de uso de suelo y construcción, tal cuestión resulta insuficiente para revocar la resolución apelada, ya que no destruyen los argumentos torales respecto a que no se tuvo por actualizados los supuestos de excepción que refieren las fracciones III y IV de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, en consecuencia se debe confirmar la sentencia en sus términos…”.

Resulta, se declaró la nulidad de las licencias por contravenir lo dispuesto por el artículo 145 TER, fracciones III y IV de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, que impone como requisito para las licencias para gasolineras una distancia de resguardo, lo que –se reitera- a partir de la reforma energética de dos mil trece constitucionalmente es atribución de la federación, específicamente de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos.

Así, es inconcuso que el multicitado artículo 145 TER de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí se contrapone al punto “6.1.3. Distancias de seguridad a elementos externos” de la Norma Oficial Mexicana NOM-005-ASEA-2016, Diseño, Construcción, Operación y Mantenimiento de Estaciones de Servicio para Almacenamiento y Expendio de Diésel y Gasolinas, expedida por el director ejecutivo de la referida agencia e invade atribuciones que por mandato constitucional corresponden a la federación; en consecuencia, es inconstitucional y se considera que no debió ser aplicado para dictar la sentencia que se reclama.

Por ende, son fundados los conceptos de violación que se analizan, excepto el que se refiere a las consideraciones en el sentido de que se debió de haber aplicado la salvedad en cuanto a la distancia que debía mantenerse entre gasolineras por encontrarse dentro de un centro comercial, respecto de la cual no se estima ya necesario hacer pronunciamiento alguno, pues con ello, no obtendrían los quejosos algún beneficio mayor al ya otorgado.

Consecuentemente, ante lo esencialmente fundado de parte de los conceptos de violación, lo que procede es conceder el amparo y protección de la justicia federal solicitado, para el efecto de que la autoridad responsable realice lo siguiente: 

1. Deje insubsistente la sentencia reclamada.
2. En su lugar dicte otra en la que, se abstenga de aplicar el contenido del artículo 145 TER de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí.

3. Hecho lo anterior, resuelva lo que estime procedente en derecho.

Aunado al análisis efectuado, es dable señalar que si bien la jurisprudencia 32/2018 (10a.) aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada del siete de marzo de dos mil dieciocho, estableció que cuando las partes invoquen en su demanda tesis de jurisprudencia, precedentes e inclusive, tesis aisladas debidamente identificadas, el órgano jurisdiccional deberá pronunciarse sobre su aplicabilidad, al margen de que los quejosos expresen o no razonamientos que justifiquen su aplicación, también lo es que, en el caso, la que la parte inconforme invoca en el primer apartado materia de análisis, es inaplicable dada la calificativa de inoperante; por otro lado, el criterio invocado en el diverso segmento materia de estudio, atento a las consideraciones vertidas, le acarrea el beneficio expuesto en esta ejecutoria.

En la inteligencia que los criterios citados en el fallo, son aplicables al particular en términos de lo dispuesto en el artículo sexto transitorio de la Ley de Amparo publicada en el Diario Oficial de la Federación el dos de abril de dos mil trece, dado que continúan vigentes en tanto no se contraponen con las disposiciones del nuevo ordenamiento de la materia.

En relación con el amparo que se concede a la parte quejosa, en tanto no se está en el caso del artículo 81, fracción II de la Ley de Amparo, esto es, que se resuelva sobre

constitucionalidad de normas generales, o bien, se establezca una interpretación directa de la Constitución o derechos humanos establecidos en tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, por ende, no procede el recurso de revisión; entonces, con fundamento en el diverso 192 de la propia Ley de Amparo, se requiere a la responsable para que cumpla con la ejecutoria dentro del término de tres días, apercibida que de no hacerlo sin causa justificada se le impondrá una multa; y se remitirá el expediente a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para el trámite de inejecución que puede culminar con la separación del puesto y su consignación.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo, además, en los artículos 74, 75, 77 de la Ley de Amparo, 27 y 38 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se: […] “

SÉPTIMO. Materia de cumplimiento del amparo directo. De conformidad con el artículo 192 de la Ley de Amparo,
 esta Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa (como autoridad responsable) está supeditada a la determinación del juicio constitucional y, por tanto, obligada a su puntual e inmediato cumplimiento; consecuentemente, se acata en sus términos la ejecutoria emitida en el juicio de amparo directo *********/2021 del índice del Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito en esta Ciudad, promovido por ********* y *********, por conducto de su autorizada en términos amplios *********, en el entendido que este Ad quem mediante auto de quince de julio de dos mil veintidós, dejó insubsistente la sentencia de ocho de septiembre de dos mil veintiuno, emitida en el presente toca, tal como se ordenó en dicho fallo protector.

Así pues, como se adelantó el Tribunal de Control Constitucional concedió el amparo y protección de la Justicia Federal a ********* y *********, por conducto de su autorizada en términos amplios *********, para los siguientes efectos:
1. Deje insubsistente la sentencia reclamada.
2. En su lugar dicte otra en la que, se abstenga de aplicar el contenido del artículo 145 TER de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí.

3. Hecho lo anterior, resuelva lo que estime procedente en derecho.

OCTAVO. Esta Sala Superior, con base en los razonamientos expuestos en el fallo protector, advierte que carece de competencia para conocer y resolver el presente asunto, en virtud de que la impugnación de los actos señalados por la parte actora en el juicio contencioso administrativo *********/2018-1, resulta improcedente ante este Tribunal, en atención a las consideraciones siguientes:
En primer término, se debe de hacer mención que los actos impugnados en el juicio de origen se hacen consistir en:  
A. La licencia municipal de uso de suelo para obtener licencia de funcionamiento para servicios a la industria fechada al 31 de agosto del 2016 y emitida por el Director de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento Constitucional del Municipio de Zaragoza; S.L.P.; por medio de la cual se otorga al *********, Licencia Municipal de Uso de Suelo para obtener Licencia Municipal para Funcionamiento, para instalaciones de almacenamiento, distribución y venta de combustibles derivados del petróleo, y patio de almacenamiento y reparación de autobuses, tírales(sic) y similares, en el inmueble identificado con la clave catastral 54010100103079, localizado en *********B. La Licencia de Funcionamiento fechada al 31 de septiembre del 2016 y emitida por el Presidente Constitucional del Municipio de Zaragoza, S.L.P.; por medio de la cual se otorga al señor *********, Licencia Municipal de Funcionamiento para la actividad de servicios a la industria en la modalidad de instalaciones de almacenamiento, distribución y venta de combustibles derivados del petróleo, y patio de almacenamiento y reparación de autobuses, tírales(sic) y similares, en el inmueble identificado con la clave catastral 54010100103079, localizado en *********
C. La Licencia Municipal de uso de Suelo para la Construcción fechada al 31 de agosto del 2016 y emitida por el Director de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento Constitucional del Municipio de Zaragoza, S.L.P.; por medio de la cual se otorga al señor *********, Licencia Municipal de Uso de Suelo para Construcción para instalaciones de almacenamiento y distribución de combustibles derivados del petróleo, y patio de almacenamiento y reparación de autobuses, tírales(sic) y similares, en el inmueble: con la clave catastral 54010100103079, localizado en *********D. La Licencia Municipal de Construcción fechada al 06 de diciembre del 2016 y emitida por el Director de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento Constitucional del Municipio de Zaragoza, S.L.P.; por medio de la cual se otorga a la sociedad denominada *********, Licencia Municipal de Construcción para edificar Oficinas Administrativas de Dos Niveles, Dos Locales Cercales, Instalaciones de una Estación de Servicio (Gasolinera) y Pavimentaciones, en el interior del inmueble identificado *********E. La Licencia Municipal de Uso de Suelo y/o Licencia de Construcción y/o Licencia de Funcionamiento diversas a las anteriores, vigentes a la fecha, mismas que se desconocen categóricamente por mi representada y que sirven de origen para sustentar la legalidad de la construcción de las instalaciones de almacenamiento, distribución y venta de combustibles, derivados del petróleo y/o de una Estación de Servicio (Gasolinera), que se realiza actualmente en *********”

En ese sentido, en el presente asunto se actualiza la causal de sobreseimiento, prevista en los artículos 228 fracción XI
 y 229 fracciones II y VIII
, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Lo anterior es así, ya que como se destacó en la resolución amparatoria que se acata, el veinte de diciembre de dos mil trece, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se reformaron y adicionaron diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de energía, y dentro de su normativa transitoria, se encuentran los artículos cuarto, décimo, inciso c) y decimonoveno, párrafos primero y segundo, que estatuyen lo siguiente:
“Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación”.

“Cuarto. Dentro de los ciento veinte días naturales siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto, el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones que resulten necesarias al marco jurídico, a fin de hacer efectivas las disposiciones del presente Decreto, entre ellas, regular las modalidades de contratación, que deberán ser, entre otras: de servicios, de utilidad o producción compartida, o de licencia, para llevar a cabo, por cuenta de la Nación, las actividades de exploración y extracción del petróleo y de los hidrocarburos sólidos, líquidos o gaseosos, incluyendo las que puedan realizar las empresas productivas del Estado con particulares, en términos de lo dispuesto por el artículo 27 de esta Constitución. En cada caso, el Estado definirá el modelo contractual que mejor convenga para maximizar los ingresos de la Nación.

La ley establecerá las modalidades de las contraprestaciones que pagará el Estado a sus empresas productivas o a los particulares por virtud de las actividades de exploración y extracción del petróleo y de los demás hidrocarburos que hagan por cuenta de la Nación. Entre otras modalidades de contraprestaciones, deberán regularse las siguientes: I) en efectivo, para los contratos de servicios; II) con un porcentaje de la utilidad, para los contratos de utilidad compartida; III) con un porcentaje de la producción obtenida, para los contratos de producción compartida; IV) con la transmisión onerosa de los hidrocarburos una vez que hayan sido extraídos del subsuelo, para los contratos de licencia, o V) cualquier combinación de las anteriores. La Nación escogerá la modalidad de contraprestación atendiendo siempre a maximizar los ingresos para lograr el mayor beneficio para el desarrollo de largo plazo. Asimismo, la ley establecerá las contraprestaciones y contribuciones a cargo de las empresas productivas del Estado o los particulares y regulará los casos en que se les impondrá el pago a favor de la Nación por los productos extraídos que se les transfieran”.

“Décimo. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones que resulten necesarias al marco jurídico a fin de establecer, entre otras, las siguientes atribuciones de las dependencias y órganos de la Administración Pública Federal:

(…)

c) A la Comisión Reguladora de Energía: en materia de hidrocarburos, la regulación y el otorgamiento de permisos para el almacenamiento, el transporte y la distribución por ductos de petróleo, gas, petrolíferos y petroquímicos; la regulación de acceso de terceros a los ductos de transporte y al almacenamiento de hidrocarburos y sus derivados, y la regulación de las ventas de primera mano de dichos productos. En materia de electricidad, la regulación y el otorgamiento de permisos para la generación, así como las tarifas de porteo para transmisión y distribución”.

“Décimo Noveno. Dentro del plazo previsto en el transitorio cuarto del presente Decreto, el Congreso de la Unión realizará las adecuaciones al marco jurídico para crear la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría del ramo en materia de Medio Ambiente, con autonomía técnica y de gestión, que disponga de los ingresos derivados de las contribuciones y aprovechamientos que la ley establezca por sus servicios para financiar un presupuesto total que le permita cumplir con sus atribuciones.

La Agencia tendrá dentro de sus atribuciones regular y supervisar, en materia de seguridad industrial, operativa y protección al medio ambiente, las instalaciones y actividades del sector hidrocarburos, incluyendo las actividades de desmantelamiento y abandono de instalaciones, así como el control integral de residuos. En la organización, funcionamiento y facultades de la Agencia, se deberá prever al menos:…”.

De lo anterior, se desprende que dentro de los ciento veinte días naturales siguientes a la entrada en vigor del decreto en comento, el Congreso de la Unión realizó las adecuaciones necesarias al marco jurídico, para hacer efectivas tales disposiciones, consistentes en:

a) Atribuir a la Comisión Reguladora de Energía, en materia de hidrocarburos, la facultad de regular y otorgar permisos de las ventas de primera mano.

b) Crear la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, la que tendría dentro de sus atribuciones regular y supervisar, en materia de seguridad industrial, operativa y protección al medio ambiente, las instalaciones y actividades del sector hidrocarburos.
Determinándose constitucionalmente que los permisos para las gasolineras serían regulados y otorgados por la Comisión Reguladora de Energía y la regulación y supervisión de éstas, recaería en la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos; ambos, organismos del gobierno federal.

Por lo que, a partir de la reforma energética de dos mil trece, constitucionalmente los permisos para las gasolineras son atribución de la federación, concretamente de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, siendo ésta la encargada de regular el tema de seguridad en materia de instalaciones del sector de hidrocarburos, se constata lo anterior, del contenido del artículo 1º de la Ley de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos
.

En tal virtud, este Tribunal carece de competencia legal por fuero para conocer y resolver respecto del otorgamiento de licencias para gasolineras y establecimientos dedicados al almacenamiento, manejo, expendio o distribución de gas, pues, lo que define la competencia para conocer del asunto que se plantea, lo es la federación, y con ello resulta que esa circunstancia se aparte de lo establecido en el precepto 7, fracción II
, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el cual da competencia estatal para conocer de los juicios que se promueven contra resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos que prevé el numeral en cita.
Máxime que en el fallo protector, el Tribunal Colegiado oficiante determinó la inconstitucionalidad del artículo 145 TER de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí, sustento de la resolución apelada, al contraponerse al punto 6.1.3. de la Norma Oficial Mexicana NOM-005-ASEA-2016, Diseño, Construcción, Operación y Mantenimiento de Estaciones de Servicio para Almacenamiento y Expendio de Diésel y Gasolinas, expedida por el director ejecutivo de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos e invadiendo atribuciones que por mandato constitucional corresponden a la federación.
Por lo que, resulta inconcuso deviene indebida su aplicación del multicitado artículo 145 TER de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano de San Luis Potosí, siendo entonces aplicable el punto 6.1.3. de la Norma Oficial Mexicana NOM-005-ASEA-2016, Diseño, Construcción, Operación y Mantenimiento de Estaciones de Servicio para Almacenamiento y Expendio de Diésel y Gasolinas, expedida por su director ejecutivo, que establece:

“6.1.3. Distancias de seguridad a elementos externos.

Señala la separación que debe haber entre elementos de restricción y el predio de la Estación de Servicio o las instalaciones donde se ubique la Estación de Servicio. En cuanto a las restricciones se observará según se indica:

a. El área de despacho de combustibles se debe ubicar a una distancia de 15.0 m medidos a partir del eje vertical del dispensario con respecto a los lugares de concentración pública, así como del Sistema de Transporte Colectivo o cualquier otro sistema de transporte electrificado

en cualquier parte del territorio nacional.

b. Ubicar el predio a una distancia de 100.0 m con respecto a Plantas de Almacenamiento y Distribución de Gas Licuado de Petróleo, tomar como referencia la tangente del tanque de almacenamiento más cercano localizado dentro de la planta de gas, al límite del predio propuesto para la Estación de Servicio.

c. Ubicar los tanques de almacenamiento de la Estación de Servicio a una distancia de 30.0 m con respecto a antenas de radiodifusión o radiocomunicación, antenas repetidoras, líneas de alta tensión, vías férreas y ductos que transportan productos derivados del Petróleo; dicha distancia se debe medir tomando como referencia la tangente de tanque de almacenamiento más cercano de la Estación de Servicio a las proyecciones verticales de los elementos de restricción señalados.

d. Ubicar los tanques de almacenamiento de la Estación de

Servicio a una distancia de 30.0 m con respecto a Instalaciones de Estaciones de Servicio de Carburación de Gas Licuado de Petróleo, tomar como referencia la tangente de los tanques de almacenamiento de la Estación de Servicio.

e. Si por algún motivo se requiere la construcción de accesos y salidas sobre ductos de transporte o distribución de Hidrocarburos, se adjuntará la descripción de los trabajos de protección para éstos, los cuales deben estar acordes con la Normativa aplicable y las mejores prácticas nacionales e internacionales.

f. Las Estaciones de Servicio que se encuentren al margen de carreteras se ubicarán fuera del derecho de vía de las autopistas o carreteras. Los carriles de aceleración y desaceleración deben ser los únicos elementos que pueden estar dentro del derecho de vía.

g. Las Estaciones de Servicio que se construyen al margen

de carreteras requieren construir carriles para facilitar el acceso y salida segura. 

h. Considerar la superficie y frente mínimo necesarios de la Estación de Servicio de acuerdo al ANEXO 5. y la tabla siguiente:

Tabla 1.”.
	Superficie mínima (m2)
	Frente

principal mínimo

(m lineal)

	400
	20


En esa tesitura, al carecer este Tribunal de competencia por fuero, para pronunciarse respecto del otorgamiento de licencias para gasolineras y establecimientos dedicados al almacenamiento, manejo, expendio o distribución de gas; ya que de hacerlo, sin tener facultades para ello, vulneraría las garantías de legalidad y de seguridad jurídica derivadas del primer párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuya observancia resulta obligatoria para este Tribunal de Alzada, con base en los numerales 228 fracción XI y 229 fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio.
En las relatadas condiciones, se concluye que ante la declaratoria de incompetencia por razón de fuero, este Tribunal no se encuentra obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente, dado que ello no implica vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el Tribunal competente.

Sirve de apoyo a lo anterior por su espíritu, la Jurisprudencia en materia Administrativa, con número de Registro 2012548, localizable en la Décima Época, Instancia Plenos de Circuito, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 34, Septiembre de 2016, Tomo III, Tesis PC.II.A. J/8 A (10ª), página 2282, que a la letra dice:

“INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO. CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LA DECLARACIÓN RELATIVA [SUSTITUCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA PC.II.A. J/1 A (10a.)].- Una nueva reflexión, guiada por la jurisprudencia 2a./J. 146/2015 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lleva a este Pleno en Materia Administrativa del Segundo Circuito a sustituir el contenido en la jurisprudencia PC.II.A. J/1 A (10a.), de título y subtítulo: "SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE NULIDAD POR LA INCOMPETENCIA MATERIAL DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO PARA CONOCER DEL ACTO IMPUGNADO. PROCEDE QUE ORDENE LA REMISIÓN DE LOS AUTOS A LA AUTORIDAD QUE ESTIME COMPETENTE.", a fin de sostener que cuando el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de México advierta que carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda de nulidad, debe declarar la improcedencia del juicio y decretar el sobreseimiento en términos de los artículos 267, fracción I, y 268, fracción II, del Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuesto y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente administración de justicia, como es la carga procesal dispuesta de manera asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal competente. En las relatadas condiciones, se concluye que ante la declaratoria de incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a remitir el asunto a la autoridad que considere competente.

Corolario a lo anterior, deviene innecesario el análisis de los agravios planteados por la parte apelante.

Se dejan a salvo los derechos de la persona moral actora ********* para que, si lo estima, los haga valer ante la autoridad jurisdiccional competente, pues lo aquí determinado, no coarta a la parte accionante el derecho de hacer valer su acción, instruyéndose a la Primera Sala Unitaria proceda dejar a disposición de la persona moral actora, los documentos que estime pertinentes para hacer valer sus pretensiones en la instancia correspondiente. 
Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22, fracción II
, del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado *********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo expuesto y fundado y además con apoyo en el artículo 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y en cumplimiento a lo determinado en la ejecutoria de amparo de conformidad con el párrafo primero del artículo 192 de la Ley de Amparo, es de resolverse y se;

RESUELVE
PRIMERO. En estricto acatamiento a la ejecutoria de amparo de treinta de junio de dos mil veintidós, dictada por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito en el amparo directo *********/2021; este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, declara que es legalmente incompetente por razón de fuero para conocer de la sentencia de siete de abril de dos mil veintiuno, pronunciada por la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa al resolver el juicio contencioso administrativo número *********/2021-1. 

SEGUNDO. Se decreta SOBRESEIMIENTO del presente juicio, dada la incompetencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, para conocer de la presente controversia, de acuerdo a los razonamientos expuestos en el último considerando de la presente resolución.
Notifíquese con testimonio de la presente resolución al Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, sobre el cumplimiento de la ejecutoria de Amparo Directo Administrativo número *********/2021 para los efectos prescritos en el artículo 192 de la Ley de Amparo; igualmente con testimonio de esta resolución de manera personal al actor y por oficio a la autoridad demandada; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido del licenciado Miguel Ángel Díaz de León Beltrán, Secretario Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe.- Rúbricas.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 152….


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”


�Fojas 125 y 126 del Toca


� Foja 131 del Toca


�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�Página 22 de la ejecutoria en cumplimiento.


� Unidad de Medida de Actualización.


�“Artículo 192. Las ejecutorias de amparo deben ser puntualmente cumplidas. Al efecto, cuando cause ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el amparo, o se reciba testimonio de la dictada en revisión, la jueza o el juez de distrito o el tribunal colegiado de apelación, si se trata de amparo indirecto, o el tribunal colegiado de circuito, tratándose de amparo directo, la notificarán sin demora a las partes. …”


�“Artículo 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:


[…] 


XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.”


� “Artículo 229. Procede el sobreseimiento del juicio:


[…] 


II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;


[…]


VIII. En los demás casos en los que por disposición legal exista impedimento para emitir resoluciones en cuanto al fondo.”


�“Artículo 1o.- La presente Ley es de orden público e interés general y de aplicación en todo el territorio nacional y zonas en las que la Nación ejerce soberanía o jurisdicción y tiene como objeto crear la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, como un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con autonomía técnica y de gestión.


La Agencia tiene por objeto la protección de las personas, el medio ambiente y las instalaciones del sector hidrocarburos a través de la regulación y supervisión de:


I. La Seguridad Industrial y Seguridad Operativa;


II. Las actividades de desmantelamiento y abandono de instalaciones, y


III. El control integral de los residuos y emisiones contaminantes”.


� “Artículo 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:


[…]


II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación;”


�“Artículo 22.- Las funciones inherentes de los oficiales jurisdiccionales son: 


[…] 


II. Colaborar al desahogo de las actuaciones, notificaciones y demás diligencias necesarias para la integración de expedientes que correspondan a la Sala.”


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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